
QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO JAIME FERNANDO CÁRDENAS GRACIA, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT  

El suscrito, Jaime Fernando Cárdenas Gracia, diputado federal a la LXI Legislatura del Congreso de la Unión, 

integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, de los artículos 6.1 fracción I, 77 y 78 del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, someto a consideración del Pleno de esta soberanía, la siguiente iniciativa con 

proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, para establecer el amparo social. 

Exposición de Motivos 

No puede realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del temor y la miseria, a menos que se creen 

condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales tanto como de 

sus derechos civiles y políticos. 
1
  

El surgimiento y la evolución de las instituciones y figuras jurídicas reconocen una larga y dificultosa trayectoria, 

camino no exento de caídas y retrocesos. Ésa es la vía que han transitado los derechos de los que muchos gozamos 

hoy en día. La conquista del más pequeño de ellos nunca ha sido fácil. Siempre han existido sectores conservadores 

que se oponen a ceder los privilegios que les permiten conservar el poder. Desde las perennes instituciones que 

elaboraron los jurisconsultos romanos hasta las normas que tratan de regular la manipulación genética o los 

“derechos de la naturaleza”, mucha agua ha corrido bajo los puentes de la historia. Paso a paso, remando contra la 

corriente, los pueblos del mundo han adquirido esos intangibles pero tan necesarios atributos que los protegen tanto 

de los embates de la autoridad como de los de sus semejantes. 

Si bien algunos derechos fueron concesiones graciosas de monarcas “magnánimos”, algunos de ellos ciertamente 

progresistas, en la actualidad, es una verdad aceptada que, entendidos de forma laxa, la gran mayoría fueron el 

producto de largas y cruentas luchas entre los soberanos absolutos y sus súbditos. Sin embargo, poco a poco se 

reconoció que formaban parte inseparable de la condición humana, y que no correspondía al soberano concederlos 

sino sólo reconocer su existencia. Desde esta perspectiva, el derecho a la propiedad, a la igualdad ante la ley, a la 

integridad personal, por mencionar algunos, integran esta categoría, por lo cual tienen carácter de imprescriptibles 

e inalienables. 

Según las modernas teorías jurídicas, estos derechos “originales” deben ser considerados de primera generación, 

como base a partir de la cual se expandieron los demás, pues desde un punto de vista histórico, fueron los primeros 

en ser reconocidos y ejercidos a plenitud, a pesar de la resistencia que generaron en ciertos estados en los que 

primaba -situación que en muchos países se mantiene- el autoritarismo. Sin embargo, esta denominación no los 

diferencia en sustancia de los que surgieron después de ellos, sino que sólo se la utiliza como una clasificación 

temporal. Como lógica consecuencia de la vitalidad que mostraban, y de la necesidad de ordenar las situaciones de 

facto que a diario se presentaban, durante el transcurso de los siglos aparecieron nuevos derechos, instituciones y 

ramas jurídicas. De los principios que le brindaba el derecho civil nació el derecho comercial. De la necesidad de 

establecer las formas para impartir justicia y garantizar su eficacia surgieron los diversos derechos procesales. De 

la urgencia de fijar los derechos fundamentales de los ciudadanos así como la organización y los límites del poder 

estatal vieron la luz el derecho político y después, como natural derivación, el constitucional. 

Sin embargo, previos a todos ellos, anejos a la condición humana, ya existían los diversos derechos individuales 

que el iluminismo y otros precursores se encargaron de promocionar como propios del hombre, pero cuya inclusión 

en el derecho positivo fue obra de los revolucionarios estadounidenses y franceses del siglo XVIII. Y así, el viejo 

árbol del derecho siguió dando frutos que evolucionaron hasta llegar, en este siglo, a conformar un complejo 

entramado de reglas que tratan de normar los vericuetos que presentan, entre otros muchos, el derecho informático, 

la internet o el derecho parlamentario. También, desde hace algunas décadas, y con objetivos y fundamentos 

distintos, el mundo occidental es testigo de una esforzada campaña a favor de los derechos de las mujeres, 



reconocidos en todas las constituciones y leyes pero retaceados en la realidad. Aceptadas como actores políticos a 

partir de las primeras décadas del siglo XX, como fruto de la tarea de las sufragistas inglesas y estadounidenses, en 

muchas naciones, incluida la nuestra, son discriminadas por el solo hecho de no pertenecer al otro género. Este 

movimiento, sólo un ejemplo de los muchos que se desarrollan en el mundo día con día, ha ganado importantes 

batallas en los países democráticos, lo cual no sucede en los estados confesionales y algunas “democracias 

populares” y/o “revolucionarias”, donde las aspiraciones de igualdad femeninas encuentran serios escollos. Por su 

parte, también los defensores del ambiente hablan de los derechos que protegen a los animales, algunos de los 

cuales ya habían sido recogidos por algunas legislaciones. 
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Asimismo, en los últimos años se han logrado nuevos avances tecnológicos que han provocado el surgimiento de 

otras ramas jurídicas. Ya hay quienes hablan de derecho espacial y organizan conferencias y congresos sobre el 

tema. También se han presentado avances en los derechos de las minorías, de las poblaciones originarias y de los 

grupos LGBT así como el surgimiento de nuevos campos jurídicos en el terreno de los derechos difusos, los más 

modernos de los cuales son el de la manipulación genética y el de los migrantes, entre otros. 

Por el contrario, el parto de los derechos sociales, económicos y culturales, englobados por algunos autores en la 

categoría más general de derechos humanos, ocurrió de manera muy diferente. Sus primeros antecedentes se 

encuentran en América, y más específicamente en el Virreinato de Nueva España. Fue fray Bartolomé de las Casas 

quien, en el siglo XVI, inició una ardua lucha por la igualdad jurídica de todas las razas, pues constató de primera 

mano la discriminación de todo tipo que padecían los pueblos autóctonos de América. Su afirmación de que “todas 

las razas están compuestas por hombres y sólo una definición los abarca a todos y a cada uno, y es que son seres 

racionales. Todos tienen capacidad, voluntad y libertad de elección [...] Por consiguiente, la raza humana es una 

sola”, 
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 marca el punto de partida de los conceptos de igualdad, universalidad y libertad mucho antes de que los 

revolucionarios estadounidenses o franceses las incluyeran en sus documentos fundacionales. Coherente con esta 

visión se opuso tenazmente a la conversión manu militari de los indígenas a los dioses que portaban los 

conquistadores (y él mismo), lo que demuestra su férreo apego a la tolerancia y su respeto a las culturas y 

tradiciones ajenas. Además, luchó de manera vigorosa contra el sistema de encomienda instituido por los españoles 

para explotar el trabajo esclavo de los pueblos originarios. Como sabemos, en esta institución, la única 

“remuneración” que recibían los indios era... la enseñanza de la religión católica. La prédica del fraile dominico de 

origen español, pero de corazón americano, tuvo respuesta en 1542, cuando Carlos V promulgó las Nuevas Leyes, 

que disponían la eliminación de las crueles prácticas que los encomenderos utilizaban para disciplinar a los pueblos 

indígenas. Sin embargo, la aplicación de esta legislación humanitaria, en parte producto de la relación de fray 

Bartolomé con Adriano de Utrech, el futuro papa Adriano VI, fue obstaculizada por las propias autoridades 

virreinales. Posteriormente, en el decurso de la historia, los ideólogos de la independencia de Latinoamérica se 

concentraron en reivindicaciones más inmediatas, de carácter político y civil, por lo cual su legado fue rescatado 

recién en el siglo XIX por las corrientes constitucionalistas que incluyeron de manera parcial en los diversos 

cuerpos jurídicos, el espíritu universalista e igualitario del obispo de Chiapas. Desafortunadamente, o, con más 

precisión, desgraciadamente, nadie continuó con igual dirección y empeño la cruzada que emprendió Fray 

Bartolomé, y hoy, a más de cuatro siglos de su lucha por los derechos de los pueblos originarios, éstos se 

encuentran sumidos en la miseria, devastados por la desnutrición y enfermedades curables, desprotegidos 

jurídicamente y al margen de cualquier posibilidad de desarrollo. Sin embargo, ocurre algo peor: no son los únicos 

sectores que padecen las profundas injusticias que genera el capitalismo salvaje que ha resurgido con fuerza 

enmascarado tras la fachada de la globalización. 

En general, los derechos sociales irrumpieron en las cámaras legislativas europeas cuando los partidos de izquierda 

y el movimiento obrero, al costo de mucha sangre (recordemos, entre otros acontecimientos, la Comuna de París), 

lograron representación en ellas y se institucionalizaron como expresión de la voluntad de las clases desposeídas. 

Su inclusión en las constituciones y tratados internacionales fue tardía y muchas veces su falta de precisión hizo 

que se los considerara manifestaciones de buena voluntad de los Estados o producto de compromisos políticos de 

éstos, no derechos ejecutables por vía judicial. Por obvias razones, los primeros que se consolidaron fueron los 

derechos laborales, tales como el de asociación sindical y el de huelga, a los que hoy atacan desde varios flancos 

las políticas neoliberales tan de moda, con sus lógicas consecuencias de incremento del desempleo, tercerización 



laboral y, en definitiva, el deterioro de los niveles de vida de los sectores populares, situación que se agudiza 

debido al, hasta el momento, incontenible avance de la globalización. 

Con posterioridad, poco a poco se incorporaron otros derechos, tales como el derecho a la salud, a la educación, a 

un medio ambiente sano, etcétera. Toda esta gama de aspiraciones sociales implican para el Estado, como garante 

de su eficaz ejercicio, tres tipos de obligaciones generales: 

• Respetar: Debe abstenerse de adoptar medidas que obstaculicen el goce de los DESC. 

• Proteger: Debe velar por el respeto a los DESC, esto es, proporcionar los medios judiciales para la defensa de 

los derechos violados. 

• Realizar: El Estado tiene la obligación de promover y hacer efectivo cada DESC, es decir, debe adoptar las 

medidas que faciliten su pleno ejercicio (medidas legislativas, de políticas públicas, asignación de recursos, etc.) 
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En nuestro país, el movimiento constitucionalista, que tuvo su punto de partida en las luchas independentistas, se 

enfocó de manera preferente en los derechos civiles y políticos. Por ello, fue necesario que transcurriese más de un 

siglo para que en 1917 confluyeran diversas corrientes sociales que pugnaron para que la Constitución incorporara, 

en sus famosos artículos 3, 27 y 123, garantías y protecciones sociales y económicas 

A partir de entonces, tal vez como reflejo de las rutas que marcaron los constitucionalistas mexicanos, ya en la 

segunda década del siglo pasado casi todos los países latinoamericanos comenzaron a modificar sus constituciones 

y a contemplar en ellas los derechos sociales, varios de los cuales fueron incluidos en tratados internacionales. Por 

su parte, a nivel mundial, el derecho al trabajo y de las organizaciones sindicales se concretó con la fundación de la 

OIT, que vio la luz en 1919 en el marco de las negociaciones del Tratado de Versalles, como foro de discusión y 

caja de resonancia de alcances planetarios. Su objetivo fundamental es impulsar el cumplimiento de las normas y 

principios y derechos fundamentales en el trabajo. Este organismo, como ya todos sabemos ahora parte integrante 

de las Naciones Unidas, en el cual participan 183 países, ha producido copiosa normativa y jurisprudencia 

laborales. 

Sin embargo, el más importante acuerdo entre países sobre derechos sociales es el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de 

diciembre de 1966. Entre los derechos que los Estados partes deben garantizar a su población se encuentra el 

derecho a la educación, a la vivienda digna, a la salud, a la alimentación, los derechos de las minorías y de las 

poblaciones indígenas, etcétera. Este acuerdo, parte integrante de la Carta Internacional de Derechos Humanos, 

además de reconocer los derechos mencionados, establece los mecanismos para su eficaz ejercicio y protección. Su 

cumplimiento es supervisado por un comité de expertos independientes establecido en virtud de la resolución 

1985/17 del Consejo Económico y Social de esta organización internacional. 

En el continente americano, Colombia debe ser reconocido como país pionero en el tema de la protección y 

judicialización de los derechos sociales, pues ofrece dos vías para asegurar el respeto de los DESC. La primera es 

la acción de tutela, que otorga la facultad de reclamar ante un juez la violación o amenaza inminente de violación 

de los derechos fundamentales contemplados en la Constitución, con base en las legislaciones tanto nacional como 

internacional que correspondan. Además, expresamente, el artículo 93 de su Carta Magna admite la posibilidad de 

invocar la legislación internacional, pues reconoce la validez interna de los tratados y convenios sobre derechos 

humanos que el país haya firmado con otros países y que luego hayan sido ratificados de acuerdo con los 

mecanismos constitucionales vigentes. Esta acción, que se tramita de forma expedita y sumaria, es procedente 

cuando no existe otra forma de protección judicial. La segunda vía judicial implica la presentación de una demanda 

ordinaria ante un juez, con el fin de que éste, mediante sentencia, restablezca el derecho violado, disponga la 

reparación que corresponda y, de ser posible, sancione a los autores de la violación. Textualmente, el artículo 88 de 

la Constitución de Colombia, que se refiere al amparo colectivo, establece: 



La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses colectivos, relacionados con el 

patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad pública, la moral administrativa, el ambiente, la libre 

competencia económica y otras de similar naturaleza que se definen en ella. 

También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un número plural de personas, sin perjuicio 

de las correspondientes acciones particulares. 

Asimismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos e intereses 

colectivos 

En Argentina, en su artículo 14 Bis, la Constitución reconoce los derechos laborales individuales y colectivos, el 

derecho a la seguridad social, el derecho a contar con una vivienda digna, la protección integral de la familia y el 

salario familiar (una compensación económica por cónyuge y cada hijo). Más adelante, en el artículo 41 establece 

el derecho que tienen todos sus habitantes a gozar de un ambiente sano, y en el 42 la protección de los usuarios y 

consumidores. Asimismo, otorga jerarquía constitucional a la Convención sobre los Derechos del Niño, la 

Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer y, por supuesto, al Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

Por su parte, la Constitución de Ecuador, a partir del título II, Derechos, lleva a cabo una exhaustiva enumeración 

de todos los derechos individuales, sociales, económicos y culturales que protegen a los habitantes del país. 

Incluso, como una extensión de ellos, específicamente se reconocen los derechos de la naturaleza, representada en 

este caso por la Pachamama, la gran deidad de los países sudamericanos que recibieron la influencia inca (Perú, 

Bolivia, Ecuador y norte de Argentina). Por otra parte, y como complemento fundamental para ejercitar estas 

facultades, en el artículo 11, establece: 

El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: 

1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva ante las autoridades 

competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento. 

2. ... 

3. Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos 

humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, 

administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte. 

Por su parte, el artículo 99, que establece los términos y condiciones de la acción ciudadana, dispone que ésta se 

“ejercerá en forma individual o en representación de la colectividad, cuando se produzca la violación de un derecho 

o la amenaza de su afectación; será presentada ante autoridad competente de acuerdo con la ley. El ejercicio de esta 

acción no impedirá las demás acciones garantizadas en la Constitución y en la ley.  

También otras constituciones, como las de Bolivia y España, han incorporado como legislación vigente la 

protección de los derechos económicos, sociales y culturales. Así, la de nuestra hermana república del sur, en la 

sección VI, establece que 

Artículo 135. La acción popular procederá contra todo acto u omisión de las autoridades o de personas individuales 

o colectivas que violen o amenacen con violar derechos o intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el 

espacio, la seguridad y salubridad pública, el medio ambiente y otros de similar naturaleza reconocidos por esta 

Constitución. 

A renglón seguido señala las condiciones de su ejercicio: 

Artículo 136. 



I. La Acción Popular podrá interponerse durante el tiempo que subsista la vulneración o la amenaza de los 

derechos e intereses colectivos. Para interponer esta acción no será necesario agotar la vía judicial o 

administrativa que pueda existir. 

II. Podrá interponer esta acción cualquier persona, a título individual o en representación de una colectividad y, 

con carácter obligatorio, el Ministerio Público y el Defensor del Pueblo, cuando por el ejercicio de sus funciones 

tengan conocimientos de estos actos. Se aplicará el procedimiento del amparo constitucional. 

Todo lo anterior nos indica que el mundo avanza hacia el reconocimiento y el ejercicio pleno de los derechos 

sociales. Sin embargo, a pesar de ser reconocidos con estatus constitucional en numerosos países, entre ellos el 

nuestro, el lastre que reconocen los derechos sociales radica en las dificultades que implica su ejercicio. ¡Y vaya 

paradoja! Nuestro país, pionero en el reconocimiento constitucional de ellos, carece de las vías judiciales 

necesarias para ponerlos en acto. La reforma que impulsó recientemente el doctor Juventino Castro y Castro 

remedia parcialmente esta situación, pero no satisface a plenitud las expectativas de los colectivos que ven día a día 

sus derechos incumplidos, no sólo por el Estado sino también por otros actores sociales. Es necesario dar un paso 

fundamental en la historia de México actual: transitar del Estado liberal al Estado social constitucional y 

democrático de derecho y reconocer a los DESC su carácter de derechos fundamentales, pero también dotarlos de 

las acciones necesarias para garantizar su cumplimiento en caso de que sean violados o desconocidos. 

No debemos perder de vista que el 29 de julio del año 2010 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, la 

reforma que adicionó un nuevo párrafo tercero al artículo 17 de la Constitución para establecer en la Carta Magna 

las acciones colectivas. En esta iniciativa se continúa con esta misma tendencia constitucional para que en materia 

de amparo se prevean acciones constitucionales, que pueden ser promovidas por individuos y/o colectivos, para 

que los derechos fundamentales de carácter no individual también sean protegidos. Como hemos advertido a lo 

largo de la presente exposición de motivos, lo que pretendemos es que el juicio de amparo sirva para tutelar de 

manera directa derechos económicos, sociales, culturales, medioambientales, a la paz, al desarrollo, etcétera, 

derechos que poseen una naturaleza diversa a la individual y cuya preservación interesa tanto a los individuos 

como a los grupos sociales. 

Por todo lo anterior, someto a su consideración el siguiente 

Proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, para establecer el amparo social.  

Artículo Primero. Se modifica la fracción I y se adiciona la fracción II recorriéndose las subsecuentes, del artículo 

103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para quedar en los siguientes términos:  

Artículo 103. Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite: 

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen los derechos individuales.  

II. Por leyes o actos de la autoridad o de personas individuales o colectivas que violen o amenacen con 

violar derechos e intereses colectivos relacionados con los derechos sociales, económicos, culturales, el 

patrimonio y el espacio de la nación, la seguridad y salubridad públicos, el medio ambiente y otros de 

similar naturaleza reconocidos por esta Constitución y los tratados.  

III. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los estados o la esfera de 

competencia del Distrito Federal, y 

IV. Por leyes o actos de las autoridades de los estados o del Distrito Federal que invadan la esfera de 

competencia de la autoridad federal. 



Artículo Segundo. Se adicionan un apartado A y un apartado B al artículo 107 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos para quedar como sigue: 

Artículo 107. Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del 

orden jurídico que determinen las leyes, de acuerdo a las bases siguientes: 

A. Tratándose del juicio de amparo por violación de derechos individuales, a que se refiere la fracción I del 

artículo 103, el mismo se ajustará a los siguientes requisitos:  

I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada. 

II. La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe de personas particulares, limitándose a ampararlos y 

protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la 

norma general o acto que la motivare. 

III. Cuando la Suprema Corte de Justicia establezca jurisprudencia en la que se resuelva que una norma general 

es inconstitucional o determine una interpretación conforme con la Constitución, emitirá la declaratoria general 

de inconstitucionalidad o la de interpretación conforme, en la cual fijará sus alcances y condiciones en términos 

de la ley reglamentaria. 

En el juicio de amparo por violación de derechos individuales o colectivos deberá suplirse la deficiencia de la 

queja de acuerdo con lo que disponga la ley reglamentaria; 

IV. Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el amparo sólo procederá en 

los casos siguientes: 

a) Contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, respecto de los cuales no 

proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o reformados, ya sea que la violación se 

cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al 

resultado del fallo; siempre que en materia civil haya sido impugnada la violación en el curso del 

procedimiento mediante el recurso ordinario establecido por la ley e invocada como agravio en la segunda 

instancia, si se cometió en la primera. Estos requisitos no serán exigibles en el amparo contra sentencias 

dictadas en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten al orden y a la estabilidad de la familia; 

b) Contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación, fuera de juicio o después de concluido, 

una vez agotados los recursos que en su caso procedan; y 

c) Contra actos que afecten a personas extrañas al juicio; 

V. En materia administrativa el amparo procede, además, contra resoluciones que causen agravio no reparable 

mediante algún recurso, juicio o medio de defensa legal. No será necesario agotar éstos cuando la ley que los 

establezca exija, para otorgar la suspensión del acto reclamado, mayores requisitos que los que la ley 

reglamentaria del juicio de amparo requiera como condición para decretar esa suspensión; 

VI. El amparo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, sea que la violación 

se cometa durante el procedimiento o en la sentencia misma, se promoverá ante el Tribunal Colegiado de 

Circuito que corresponda, conforme a la distribución de competencias que establezca la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, en los casos siguientes: 

a) En materia penal, contra resoluciones definitivas dictadas por tribunales judiciales, sean éstos federales, del 

orden común o militares; 



b) En materia administrativa, cuando se reclamen por particulares sentencias definitivas y resoluciones que 

ponen fin al juicio dictadas por tribunales administrativos o judiciales, no reparables por algún recurso, juicio o 

medio ordinario de defensa legal; 

c) En materia civil, cuando se reclamen sentencias definitivas dictadas en juicios del orden federal o en juicios 

mercantiles, sea federal o local la autoridad que dicte el fallo, o en juicios de orden común. 

En los juicios civiles del orden federal las sentencias podrán ser reclamadas en amparo por cualquiera de las 

partes, incluso por la federación, en defensa de sus intereses patrimoniales; y 

d) En materia laboral, cuando se reclaman laudos dictados por las Juntas locales o la federal de Conciliación y 

Arbitraje, o por el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje de los Trabajadores al Servicio del Estado. 

La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de 

Circuito, o del procurador general de la República, podrá conocer de los amparos directos que por su interés y 

trascendencia así lo ameriten; 

VII. En los casos a que se refiere la fracción anterior, la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de esta 

Constitución señalará el trámite y los términos a que deberán someterse los Tribunales Colegiados de Circuito y, 

en su caso, la Suprema Corte de Justicia, para dictar sus respectivas resoluciones; 

VIII. El amparo contra actos en juicio, fuera de juicio o después de concluido, o que afecten a personas extrañas 

al juicio, contra leyes o contra actos de autoridad administrativa, se interpondrá ante el juez de Distrito bajo cuya 

jurisdicción se encuentre el lugar en que el acto reclamado se ejecute o trate de ejecutarse, y su tramitación se 

limitará al informe de la autoridad, a una audiencia para la que se citará en el mismo auto en el que se mande 

pedir el informe y se recibirán las pruebas que las partes interesadas ofrezcan y oirán los alegatos, 

pronunciándose en la misma audiencia la sentencia; 

IX. Contra las sentencias que pronuncien en amparo los Jueces de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito 

procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia: 

a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por estimarlos directamente violatorios de esta 

Constitución, leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la 

República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 de esta Constitución y reglamentos de leyes locales, 

expedidos por los gobernadores de los Estados o por el Jefe del Distrito Federal, subsista en el recurso el 

problema de constitucionalidad; 

b) Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones I y II del artículo 103 de esta Constitución. 

La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de 

Circuito, o del procurador general de la República, podrá conocer de los amparos en revisión, que por su interés 

y trascendencia así lo ameriten. 

En los casos no previstos en los párrafos anteriores, conocerán de la revisión los Tribunales Colegiados de 

Circuito y sus sentencias no admitirán recurso alguno; 

X. Las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito no 

admiten recurso alguno, a menos de que decidan sobre la inconstitucionalidad de una ley o establezcan la 

interpretación directa de un precepto de la Constitución cuya resolución, a juicio de la Suprema Corte de Justicia 

y conforme a acuerdos generales, entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia. Sólo en esta 

hipótesis procederá la revisión ante la Suprema Corte de Justicia, limitándose la materia del recurso 

exclusivamente a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales. 



XI. Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y mediante las condiciones y garantías 

que determine la ley, para lo cual se tomará en cuenta la naturaleza de la violación alegada, la dificultad de 

reparación de los daños y perjuicios que pueda sufrir el agraviado con su ejecución, los que la suspensión origine 

a terceros perjudicados y en interés público. 

Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias definitivas en materia penal al comunicarse la 

interposición del amparo, y en materia civil, mediante fianza que dé el quejoso para responder de los daños y 

perjuicios que tal suspensión ocasionare, la cual quedará sin efecto si la otra parte da contrafianza para asegurar 

la reposición de las cosas al estado que quedaban si se concediese el amparo, y a pagar los daños y perjuicios 

consiguientes; 

XII. La suspensión se pedirá ante la autoridad responsable cuando se trate de amparos directos promovidos ante 

los Tribunales Colegiados de Circuito y la propia autoridad responsable decidirá al respecto. En todo caso, el 

agraviado deberá presentar la demanda de amparo ante la propia autoridad responsable, acompañando copias de 

la demanda para las demás partes en el juicio, incluyendo al Ministerio Público y una para el expediente. En los 

demás casos, conocerán y resolverán sobre la suspensión los juzgados de Distrito o los Tribunales Unitarios de 

Circuito; 

XIII. La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 se reclamará ante el superior del 

Tribunal que la cometa, o ante el juez de Distrito o Tribunal Unitario de Circuito que corresponda, pudiéndose 

recurrir, en uno y otro caso, las resoluciones que se pronuncien, en los términos prescritos por la fracción IX. 

Si el juez de Distrito o el Tribunal Unitario de Circuito no residieren en el mismo lugar en que reside la 

autoridad responsable, la ley determinará el juez o Tribunal ante el que se ha de presentar el escrito de amparo, 

el que podrá suspender provisionalmente el acto reclamado, en los casos y términos que la misma ley 

establezcan; 

XIV. Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de 

su competencia, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, el Procurador General de la República, los 

mencionados Tribunales o las partes que intervinieron en los juicios en que dichas tesis fueron sustentadas, 

podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, a fin de que el Pleno o la Sala respectiva, 

según corresponda, decidan la tesis que debe prevalecer como jurisprudencia. 

Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo materia 

de su competencia, cualquiera de esas salas, el Procurador General de la República o las partes que intervinieron 

en los juicios en que tales tesis hubieren sido sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema 

Corte de Justicia, que funcionando en pleno decidirá cuál tesis debe prevalecer. 

La resolución que pronuncien las salas o el pleno de la Suprema Corte en los casos a que se refieren los dos 

párrafos anteriores, sólo tendrá el efecto que fije la jurisprudencia y no afectará las situaciones jurídicas 

concretas derivadas de las sentencias dictadas en los juicios en que hubiese ocurrido la contradicción; 

XV. Salvo lo dispuesto en el párrafo final de la fracción II de este artículo, se decretará el sobreseimiento del 

amparo o la caducidad de la instancia por la inactividad del quejoso o del recurrente, respectivamente, cuando el 

acto reclamado sea del orden civil o administrativo, en los casos y términos que señale la ley reglamentaria. La 

caducidad de la instancia dejará firme la sentencia recurrida; 

XVI. El procurador general de la República o el agente del Ministerio Público federal que al efecto designare, 

será parte en todos los juicios de amparo; pero podrán abstenerse de intervenir en dichos juicios, cuando el caso 

de que se trate carezca a su juicio, de interés público;  

XVII. Si concedido el amparo o la suspensión definitiva, la autoridad responsable insistiere en la repetición del 

acto reclamado o tratare de eludir la sentencia o la suspensión de la autoridad federal, y la Suprema Corte de 



Justicia estime que es inexcusable el incumplimiento, dicha autoridad será inmediatamente separada de su cargo 

y consignada al Juez de Distrito que corresponda. Si fuere excusable, previa declaración de incumplimiento o 

repetición, la Suprema Corte requerirá a la responsable y le otorgará el plazo prudente para que ejecute la 

sentencia. Si la autoridad no ejecuta la sentencia en el término concedido, la Suprema Corte de Justicia 

procederá en los términos primeramente señalados. 

Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia, una vez que hubiera determinado el 

incumplimiento o repetición del acto reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento substituto de las 

sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a terceros en mayor proporción 

que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso. Igualmente, el quejoso podrá solicitar ante el 

órgano que corresponda, el cumplimiento substituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza del 

acto lo permita. 

La inactividad procesal o la falta de promoción de parte interesada, en los procedimientos tendientes al 

cumplimiento de las sentencias de amparo, producirá su caducidad en los términos de la ley reglamentaria; y 

XVIII. La autoridad responsable será consignada a la autoridad correspondiente, cuando no suspende el acto 

reclamado debiendo hacerlo, y cuando admita fianza que resulte ilusoria o insuficiente, siendo en estos dos 

últimos casos, solidaria la responsabilidad civil de la autoridad con el que ofreciere la fianza y el que la prestare. 

B. Tratándose del juicio de amparo por violación de los derechos e intereses precisados en la fracción II del 

artículo 103, el mismo se sujetará a las siguientes bases:  

I. Podrá interponerse por cualquier persona, a título individual o en representación de una colectividad y, 

con carácter obligatorio, el Ministerio Público Federal, cuando por el ejercicio de sus funciones tenga 

conocimiento de actos u omisiones que vulneren o pretendan vulnerar los derechos fundamentales de 

naturaleza no individual e intereses colectivos.  

II. Podrá interponerse durante el tiempo que subsista la vulneración o la amenaza a los derechos 

fundamentales de naturaleza no individual e intereses colectivos. Para interponer esta acción no será 

necesario agotar la vía judicial o administrativa de carácter legal que el ordenamiento prevea.  

III. Deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con lo que disponga la ley reglamentaria.  

IV. Las sentencias que otorguen la protección constitucional solicitada a través de este amparo tendrán 

efectos generales.  

V. En caso de que el juicio de amparo por violación de derechos fundamentales no individuales e intereses 

colectivos fuere sobreseído o se dictare sentencia que niegue la protección constitucional, causará 

perjuicios procesales sólo para sus promoventes y no precluirán las acciones de quienes no intervinieron o 

no actuaron en él.  

VI. La ley determinará los términos y plazos por los que se promoverá y substanciará este amparo, 

procurando observar los principios de la justicia pronta y expedita. Asimismo, definirá los casos de 

responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos de naturaleza no individual e intereses 

colectivos.  

VII. El ejercicio de esta acción no impedirá las demás acciones garantizadas en la Constitución y la ley.  

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 



Segundo. En un plazo no mayor a seis meses, el Congreso de la Unión aprobará las reformas necesarias a la Ley 

de Amparo para dar plena efectividad a esta reforma constitucional. 

Notas  

1 Preámbulo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

2 Por ejemplo, en la segunda mitad del siglo XIX en Argentina se promulgó la denominada Ley Sarmiento, que 

protegía a los animales de la crueldad a que eran sometidos, legislación que posteriormente fue adoptada por otros 

países. 

3 De unico vocationis modo , 1539. 

4 http://www.alop.or.cr 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de febrero de 2011. 

Diputado Jaime F. Cárdenas Gracia (rúbrica) 

 


